
En defensa del Estado de derecho,  
la independencia judicial y la  

democracia costarricense
Acuerdo firme de la sesión ordinaria N.° 7010, artículo 3, del 29 de julio de 2026

El Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica expresa su profunda preocupación y 
su firme rechazo ante las palabras pronunciadas en el acto oficial del Gobierno, el pasado 25 de 
julio, en Nicoya, con ocasión de las celebraciones del 202 aniversario de la Anexión del Partido 
de Nicoya, en las que el señor ministro de la Presidencia, Rodrigo Chaves Robles, planteó ante el 
público presente la posibilidad de una dictadura y del cierre del Poder Judicial. 

En una democracia consolidada como la costarricense, esas palabras no pueden ser consideradas 
una simple provocación ni un recurso retórico. Al provenir de una autoridad del Estado adquieren 
una responsabilidad excepcional, porque traspasan los límites de lo que una sociedad considera 
aceptable en su convivencia e historia democrática y en su idiosincrasia.

La Constitución Política de la República de Costa Rica se erigió como un contrato social que 
impide la concentración arbitraria del poder. Tras la guerra civil de 1948, nuestro país edificó un 
orden constitucional basado en la división e independencia de los poderes públicos, la supremacía 
de la ley, la protección de los derechos fundamentales y la convicción de que ninguna autoridad, 
por legítimo que sea su origen, puede colocarse por encima del orden constitucional. Este pacto 
social busca impedir que el autoritarismo propio del gobierno de las mayorías sustituya al gobierno 
de las leyes. 

El artículo 3 de la Constitución Política de la República de Costa Rica manifiesta que nadie puede 
arrogarse la soberanía nacional. Asimismo, el artículo 9 constitucional dispone que el Gobierno de 
la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable, ejercido mediante 
poderes distintos e independientes entre sí. La Constitución es clara: la democracia costarricense 
no admite la concentración del poder, ni la subversión de los controles institucionales que garantizan 
las libertades de la ciudadanía. 

De ninguna manera las dictaduras representan una alternativa política hacia la libertad. La 
evidencia histórica es inequívoca: los Estados autoritarios y totalitarios impiden el ejercicio de las 
más básicas libertades, empezando por la libertad de pensamiento. No se ataca la corrupción ni 
las fallas o debilidades del sistema destruyendo la democracia. Solo es posible superar la injusticia 



social y la desigualdad a través de una democracia más plena y con controles políticos que impidan 
el retroceso hacia la oligarquización de la política costarricense. 

La trayectoria del Poder Judicial en Costa Rica demuestra la importancia de un presupuesto sólido 
para consolidar su autonomía. Esto lo diferencia de otros sistemas judiciales en América Latina y 
refuerza la protección institucional y los derechos fundamentales. Las reformas son necesarias, pero 
no deben limitar la independencia judicial, como sucede en otros países. La integración del Ministerio 
Público y la Fiscalía al Poder Judicial en la década de 1970 buscó evitar abusos del Ejecutivo y 
fortalecer el control y la transparencia. Los problemas estructurales del Poder Judicial requieren 
reformas técnicas, alejadas de intereses políticos, para preservar su integridad e independencia y 
darle mejores herramientas para cumplir con su misión en el marco del Estado de Derecho.

En los países en los que ha desaparecido la independencia judicial, han desaparecido también 
las garantías de las personas frente al poder. Allí donde se han clausurado los contrapesos 
institucionales, la arbitrariedad del jefe de Estado sustituye al Derecho; donde se ha normalizado el 
desprecio por las instituciones republicanas, se han erosionado las libertades civiles y políticas. El 
socavamiento de la democracia no beneficia a la ciudadanía, solo a quienes se aferran al poder y 
buscan agrandar sus privilegios. 

La historia, particularmente la centroamericana, ofrece lecciones que ninguna sociedad debería 
ignorar. Costa Rica conoció, hace poco más de un siglo, la experiencia autoritaria de la dictadura de 
los hermanos Tinoco. América Latina ha sufrido, además, las consecuencias humanas, políticas y 
sociales de múltiples regímenes dictatoriales. Esas experiencias enseñan que las democracias no 
suelen desaparecer de un día para otro. 

Antes de que las instituciones sean debilitadas, suele transformarse el lenguaje que las protege. La 
normalización y aceptación del autoritarismo comienza cuando la ruptura del orden constitucional 
deja de presentarse como un límite infranqueable y empieza a discutirse como una posibilidad. Las 
palabras crean esas realidades cuando quien las usa busca transformar la cultura política a su favor 
para debilitar los consensos que sostienen la vida republicana.

La Universidad de Costa Rica tiene el deber legal de contribuir a la formación de una ciudadanía 
crítica y de defender los valores constitucionales que hacen posible la convivencia democrática. La 
dictadura es la antítesis de la razón de Estado, de la democracia, de las garantías individuales y 
sociales, de la soberanía y del Estado de Derecho. Por ello, hacemos un llamado a toda la sociedad 
costarricense a reflexionar sobre el significado de las palabras pronunciadas por el señor ministro y 
a no aceptar como normales expresiones que transgreden los principios fundamentales de nuestro 
régimen político. La democracia es una construcción social permanentemente inacabada, que 
debemos fortalecer y perfeccionar de cara a las nuevas generaciones. Las instituciones sobreviven 
cuando la ciudadanía comprende que su defensa constituye una responsabilidad compartida y 
sostenida en el tiempo. 



Por ello, frente a este grave escenario el Consejo Universitario expresa su solidaridad con el Poder 
Judicial y con todas las personas servidoras públicas cuya labor consiste en garantizar el acceso a 
la justicia y la tutela del Estado de Derecho. Defender la independencia judicial no significa eximir 
al Poder Judicial de la crítica democrática; se trata de reconocer que ningún sistema democrático 
puede sobrevivir si desaparecen los órganos encargados de controlar la constitucionalidad y la 
legalidad de los actos del poder.

Este Consejo considera preciso que el Poder Ejecutivo rechace de forma clara e inequívoca cualquier 
expresión que pueda ser interpretada como una legitimación de la ruptura del orden constitucional o 
del debilitamiento de la separación de poderes. En consecuencia, hace un llamado vehemente a la 
señora Presidenta de la República a reafirmar públicamente el compromiso de su Gobierno con la 
Constitución Política de la República de Costa Rica, el Estado social y democrático de Derecho, la 
independencia del Poder Judicial y los principios republicanos que sustentan nuestra convivencia.
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